Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 40 minutos.) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“Carpeta N* 1179/2013. Instituto Parlamentario de Evaluación dependiente del Poder 
Legislativo. Se crea y se establecen sus competencias e incompatibilidades. Titulares de cargos 
políticos y de particular confianza. Se establece la obligación de presentar plan de gestión y rendición 
de cuentas al final de cada ejercicio anual y normas de conducta. Proyecto de ley con exposición de 
motivos presentado por el señor Senador Pedro Bordaberry (Distribuido N* 2063/2013).” 


-Antes de empezar a tratar el Proyecto de ley de faltas quería decir que en la sesión anterior 
habíamos recibido a la Junta de Transparencia y Ética Pública -Jutep- y habíamos acordado que un 
grupo -creo que el señor Senador Pasquet no estaba presente y por eso se lo estoy informando- un 
poco más pequeño pudiera comenzar a trabajar a partir de las modificaciones que la Jutep va a 
incorporar al proyecto de ley. Si bien concurrieron la semana pasada, las modificaciones todavía no 
llegaron. La idea era que una vez que estas llegaran, un pequeño grupo trabajara con ese texto a los 
efectos de traer una propuesta alternativa para que en el cronograma nosotros, después de terminar el 
tratamiento de faltas, podamos empezar con el Código del Proceso Penal. 


SEÑOR MICHELINI.- Si mal no recuerdo los señores Senadores Rosadilla, Da Rosa, el señor 
Senador Pasquet -si no tiene inconvenientes- y quien habla, habíamos quedado en que ni bien vinieran 
las modificaciones la Secretaría nos iba a citar para que con el material y el comparativo pudiéramos 
avanzar rápidamente quitando las normas penales que son las que complican. Así como la Presidenta 
insiste en el Código del Proceso Penal, yo le insisto cada tanto en que también vamos a tener que 
trabajar sobre las normas del Código Penal y luego estaría el tema del estatuto o de un mecanismo, 
puede ser la ley que presentó el señor Senador Pasquet sobre los fiscales, y también otros temas del 
Código del Proceso Penal. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Mesa cumple en informar a los señores Senadores Pasquet y Gallinal - 
que no estuvieron presentes en la sesión anterior- que la presencia del señor Ministro Kreimerman a la 
Comisión, quedó confirmada para el próximo martes. 


En el Acta N* 99, del 23 de abril, se detallan los artículos aplazados o desglosados y los 
aprobados. 


SEÑOR DA ROSA.- En la sesión anterior habíamos avanzado con la aprobación de varios artículos, 
pero otros habían quedado en suspenso. Y tengo entendido que cuando alguien planteó el tema 
procesal, se resolvió postergarlo para una próxima sesión. Concretamente, me refiero al Capítulo IV, 
“Del proceso en audiencia por faltas”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Consulto a los señores Senadores sobre el régimen de trabajo a seguir; esto 
es, si prefieren comenzar a considerar el Capítulo IV del proyecto de ley o, habida cuenta de la 
cantidad de artículos desglosados que hay -si no me equivoco, son seis- analizar los avances en ese 
sentido. 


SEÑOR MICHELINI.- Podemos comenzar por el Capítulo IV, pero advierto que los artículos 14 y 15 no 
están aplazados ni aprobados. Pregunto a la Mesa si fueron aprobados. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Sí, señor Senador. 


SEÑOR MICHELINI.- Entonces, pido disculpas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El Capítulo IV comienza en el artículo 16. Podemos comenzar con el 
proceso de audiencia por faltas. Recordemos los capítulos que tenemos desglosados. Además, quiero 
señalar que ha habido algún avance con el Ministerio del Interior en relación al decomiso de los 
vehículos. En principio, esta Cartera no tiene inconveniente en que se modifique. 


Está a consideración de los señores Senadores la metodología de trabajo para el día de hoy. 


SEÑOR MICHELINI.- Comencemos por el Capítulo IV, con la salvedad de que si existe algún 
inconveniente con los artículos, se desglosan. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En consideración el Capítulo IV Del proceso en audiencia por faltas. 
Léase el artículo 16. 
(Se lee:) 


“Artículo 16.- (Procedencia).- El proceso en audiencia y en instancia única, se rige por las 
normas siguientes”. 


-A continuación viene otro artículo, por lo tanto, lo podemos votar ahora o lo votamos luego, 
junto con el artículo 17. 


SEÑOR PASQUET.- A mi juicio, tendríamos que introducir la segunda instancia. No sé si comenzamos 
a discutir esto ahora o lo dejamos para más adelante, pero me parece que si pretendemos hacerlo 
como una instancia única, podemos enfrentar una serie de dificultades, inclusive el ajuste a las 
declaraciones de Derechos Humanos que en materia de normas sobre Justicia dice que hay que 
garantizar siempre la segunda instancia. Creo que esto se puede solucionar sin menoscabar la 
necesaria celeridad y eficacia de un proceso como este, si decimos que cabrá el recurso de apelación 
sin efecto suspensivo, o sea, la sentencia se cumple y posteriormente si es revisada y modificada en 
segunda instancia, cabrá una acción de reparación o algo por el estilo. No se impide que la sentencia 
en primera instancia se cumpla, solo que se prevé una segunda etapa de revisión para cumplir con 
todos los estándares en esta materia. Dejo planteada la observación, porque en este artículo 16 se 
habla de la instancia única. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entiendo que el doctor Langón ha hecho una reclamación en tal sentido, al 
tiempo que el doctor Pérez Manrique entendía que la doble instancia no es tan garantista, que lo que 
da garantías es estar ante un Tribunal. Por tal razón aquí estamos ante dos bibliotecas. 


SEÑOR MICHELINI.- Incluso es el camino que sugirió la Suprema Corte de Justicia pero, 
independientemente de esa situación, entiendo por qué todos somos celosos pues, esto, en última 
instancia, puede afectar la libertad. Si a una persona se la penara a hacer equis cantidad de días de 
trabajo comunitario y no los cumpliera, existe una norma -no sé si ya la votamos o no- que establece 
que por cada día que no cumpla con el trabajo comunitario, correspondería un día de prisión. Esto 
nadie lo quiere, porque aspiramos a que se cumpla el trabajo comunitario. No queremos que por este 
tipo de faltas se llenen las cárceles; tal vez podría tratarse de un tipo de desacato. El problema es que 
a esto hay que darle cierta celeridad. 


Recuerdo que había cierto problema cuando se hacía un decomiso, porque se afectaba un 
bien que podía tener cierto valor; esa era la única instancia y si había un error por parte de la Justicia, 
al individuo le costaba, por ejemplo, un vehículo, lo que implica un patrimonio muy importante. En la 
medida en que eso ha quedado despejado -incluso, algunos señores Representantes de la Bancada 
del Frente Amplio planteaban que una única instancia para esa situación parecía un poco complicado- 
y a riesgo de que pueda existir alguna situación de injusticia además de que, naturalmente, vemos con 
preocupación que esto pueda entrar en conflicto con alguna normativa o tratado -habría que 


verificarlo-, la situación de que se vaya a una instancia, aunque no sea de efecto suspensivo, y que 
después eso tenga costos con respecto al Estado me hace pensar que nos estamos metiendo en un lío 
infernal. Inclusive, esto puede terminar en una situación que parezca que se le quiere sacar plata al 
Estado de cualquier manera. 


Creo que tendríamos que ver si es posible encontrar algo que tenga la misma eficacia, pero 
no lo veo posible. Por otro lado, si no tiene efecto suspensivo y la persona cumple con el trabajo 
comunitario, que un Tribunal con todo derecho lo lleve para atrás me lleva a pensar que se cae todo el 
proyecto de ley. Las faltas no han funcionado en este país por el andamiaje que se usaba para saber 
cómo se penaban. 


En definitiva, si prospera el planteo del señor Senador Pasquet, creo que hace inútil a todo el 
proyecto de ley, aunque comprendo que él propone saber qué pasa si se comete una injusticia. Es una 
decisión que tendremos que tomar. Cuando se afectaba un bien eso no tenía marcha atrás y se trataba 
de algo pesado; el señor Senador Moreira lo planteó en varias instancias, pero todos lo hemos 
conversado. Ahora que no se afecta un bien se dice que se puede afectar la libertad. Creo que nadie 
va a dejar de cumplir la pena comunitaria de dos o tres horas por día -si no me equivoco- para ayudar 
cuando ocurre una falta, pero siempre puede haber alguien que diga “Yo no. Mándeme preso”. Esto es 
algo pesado y estamos afectando la libertad con una sola instancia, pero no veo otra forma de que esto 
funcione con cierta agilidad. A su vez, dejar pendiente un juicio al Estado por resarcimiento de la 
persona nos llevaría a ingresar en un lío mayúsculo. 


Estoy hablando en voz alta y no es para determinar una posición fanática, sino para ver a 
qué problemas nos enfrentaremos si nos vamos a las dos instancias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Me ha pedido la palabra el señor Senador Pasquet. 

SEÑOR GALLINAL.- Yo la pedí antes, señora Presidenta. 

SEÑORA PRESIDENTA.- Disculpe, señor Senador, no lo vi, tiene que sentarse más cerca. 
(Dialogados.) 


SEÑOR GALLINAL.- Realmente me siento agraviado porque no es la primera vez que tengo que 
reiterar el pedido de la palabra. Con mucho gusto le concedo una interrupción al señor Senador 
Pasquet, pero me parece que así no se puede. Creo que la señora Presidenta no conoce la forma en 
que se trabaja democráticamente en una Comisión porque ignora sistemáticamente a un legislador que 
pide la palabra. Si le molesto me alegro enormemente porque para eso estoy como oposición, pero voy 
a reclamar siempre y nunca lo voy a dejar pasar. Le avisé expresamente a la ujier, que se acercó a 
usted para decirle que yo pedía la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La ujier siempre va a estar atenta, ya que usted está lejos. 


SEÑOR GALLINAL..- La ujier siempre está muy atenta, la que no está muy atenta para este lado de la 
mesa es usted. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, tiene la palabra, el señor Senador Gallinal. 
SEÑOR GALLINAL.- Bueno, me la gané a través de las urnas. 


Tengo la impresión, con todo respeto a la opinión que acaba de expresar el señor Senador 
Michelini, que estamos dramatizando un poco el hecho de que exista una segunda instancia. En primer 
lugar, porque en nuestro Derecho es un principio general, en todos los casos existe una segunda 
instancia, no hay excepciones, no hay dos bibliotecas como dice la señora Presidenta refiriéndose a las 
expresiones del Ministro de la Suprema Corte de Justicia. Es más, aun en la acción de amparo, que es 


de las acciones más breves que se conocen, existe segunda instancia; aun en los juicios monitorios y 
ejecutivos que muchas veces se realizan sin noticia de la persona demandada, admiten excepciones 
que suspenden las acciones ejecutivas. Entonces, me parece que este no es un problema de dos 
bibliotecas sino de derecho, el derecho a una segunda instancia corresponde en cualquier 
circunstancia. Además, corresponde en este caso porque las faltas son pasibles de sanciones que 
muchas veces son graves. No es fácil para una persona que se pueda sentir inocente que se lo obligue 
a realizar trabajos comunitarios, por más loable que sea la tarea que tiene que desarrollar. 


Insisto en que no hay que dramatizar y en que me parece un poco exagerado, porque 
también se puede usar el mismo argumento a favor de la segunda instancia. Si no existe primera 
instancia la única posibilidad que le queda a la persona que es objeto de una sanción por una falta, es 
la acción por daños y perjuicios contra el Estado. Entonces aquí vamos a abrir una canilla que puede 
terminar en una catarata de daños y perjuicios de carácter económico reclamando hasta daño moral 
como consecuencia de una resolución carente de fundamento. 


Finalmente, reconozcamos también que muchas veces los Juzgados o los Jueces que van a 
aplicar este tipo de definiciones -no es así en todos los casos- no tienen experiencia mayor, puesto que 
la gran mayoría no son asuntos de gran trascendencia. Entonces, me parece que allí estamos dejando 
una debilidad manifiesta a todo este proyecto. Digo esto porque si hasta hoy no ha funcionado el 
sistema de faltas no ha sido por el trámite judicial sino porque cayó en desuso, porque se perdió la 
costumbre y cuando pasa esto las leyes se dejan de aplicar. A tal punto cayó en desuso que como bien 
saben los compañeros de la Comisión, la Comisión Asesora, creada por ley, que redactó el Código 
Penal, eliminó el Capítulo de Faltas. En este sentido, cuando su Presidente nos visitó, tuvimos que 
decirle -algunos de los presentes y después eso fue ganando espacio a nivel de los distintos sectores 
políticos- que nosotros entendíamos que no se podía eliminar el régimen de faltas, que el Código Penal 
debía tener un capítulo de faltas y otro de delitos. Por este motivo, solicito a la Bancada oficialista -si la 
opinión del señor Senador Michelini es la que los representa como muchas veces sucede- que 
reconsideren esta posibilidad. También hay otros instrumentos que se pueden utilizar para que no se 
recurra por recurrir, de manera que ayude y que quien recurra lo haga solamente en aquellos casos en 
los que sabe que le asiste razón y que está en condiciones de ganar ese recurso. Pero no lo privemos, 
porque siempre son buenas dos opiniones. 


Conozco un número muy importante de casos de acciones de amparo  -no tengo 
estadísticas porque he dejado de ejercer la profesión hace ya unos cuantos años; quienes lo han 
hecho, como el señor Senador Pasquet, seguramente pueden opinar en ese sentido- que tuvieron una 
resolución en un sentido en primera instancia y una diferente en segunda instancia. Eso es bastante 
común. Además, en segunda instancia los Jueces generalmente son más exigentes, por lo menos en lo 
que hace a la acción de amparo que es muy especial porque tiene un conjunto de condicionantes muy 
importantes. 


El señor Senador Pasquet ha dejado planteado un tema muy importante, que creo que 
deberíamos abordar en el momento oportuno, ya que su planteamiento no impide seguir avanzando 
porque ahora vamos a regular la instancia primera. Pediría muy respetuosamente a quienes creen que 
no debe haber segunda instancia, que se viera la posibilidad de estudiarlo, reconsiderarlo y verlo en 
una próxima sesión de manera de seguir avanzando. 


SEÑOR PASQUET.- Insistiendo en el punto, quiero recordar que se había manejado una solución 
alternativa a la apelación que ofrece, si no la misma, por lo menos muy similares garantías, y era la del 
Tribunal Colegiado. Creo que a eso se refirió el doctor Pérez Manrique. Ciertamente, eso se admite. Un 
tribunal integrado por tres miembros sustituye la segunda instancia porque ya no es una sola persona 
la que resuelve si otra es culpable o no, pero desde el punto de vista práctico es mucho más difícil 
establecer Tribunales Colegiados que la segunda instancia. Creo que los Tribunales Colegiados para 
entender en una instancia única harían impracticable todo esto. Imaginemos los Tribunales Colegiados 
en localidades del interior que no fueran la capital del departamento. Eso es imposible. En cambio, la 
segunda instancia se puede hacer porque, como bien señalaba recién el señor Senador Gallinal, es la 
regla y funciona en todo el país. 


Por supuesto que acá hay un problema de celeridad y de eficacia; nadie lo niega. Esto tiene 
que ser eficaz y razonablemente rápido, pero me parece que resolvemos el punto si quitamos a la 
apelación el efecto suspensivo. Si la sentencia es de condena se cumple, y aquel que entiende que la 
condena es injusta debe cumplirla sin perjuicio de su derecho a apelar. La apelación podrá darle 
eventualmente una satisfacción moral que no es poca cosa, porque en estos temas puede ser que la 
molestia de ir dos horas a un lado o a otro sea fácilmente asimilable por el condenado, pero la cuestión 
moral, el punto de que “yo no hice tal cosa”, “yo no me equivoqué”, “me sancionaron mal” es 
importante. La sentencia en segunda instancia puede dar esa reparación moral. Se podría ir más allá 
todavía y disponer una reparación económica -tendríamos que preverlo expresamente, porque si no 
estaría fuera del contenido de la causa- para quien apela y que a su juicio corresponda y ser otorgada 
por la sentencia de segunda instancia. Pueden ser montos muy menores porque estamos hablando de 
situaciones de menor entidad, de sanciones que no son privativas de libertad sino que condicionan u 
obligan a una persona a hacer trabajos comunitarios por un tiempo u otro, pero no de las que dan lugar 
a grandes reparaciones; serían cifras de daño moral fundamentalmente de muy escasa entidad. Me 
parece que esto nos permitiría cerrar el mecanismo, decir que cumplimos con un requisito que es la 
segunda instancia y no menoscabamos la celeridad que debe tener todo el procedimiento. Creo que el 
hecho de que la apelación no tenga efecto suspensivo haga que solamente apelen aquellos que 
realmente estén convencidos de que tienen razón y que pese a tener que cumplir la sentencia les da el 
impulso y las ganas de seguir adelante porque básicamente esperan una satisfacción moral. Pero al 
sacar el efecto suspensivo le estamos quitando interés práctico al litigante por inercia y ni qué hablar 
del litigante malicioso. Me parece que es una posibilidad que tendríamos que tener en cuenta porque si 
esto lo dejamos así con instancia única, creo que hacemos vulnerable al proyecto de ley. 


El tema de la segunda instancia, creo que no haría caer todo esto ni mucho menos ni tendría 
un efecto dramático o cosa por el estilo; al contrario, creo que lo asegura contra las críticas que, de otro 
modo, vendrían inexorablemente. 


Recuerdo que cuando estuvo en la Comisión la Asociación de Magistrados del Uruguay, uno 
de los aspectos que se señalaron fue este, es decir, que no había segunda instancia y que tenía que 
haberla. 


Entonces, estamos a tiempo para curarnos en salud y prever esto. 


SEÑOR ROSADILLA.- Somos conscientes de que lo que está planteado no es un asunto menor; no se 
pasa a caballo y rápido por este tema. Es mi convicción -y creo interpretar a mis compañeros de 
Bancada- de que no estamos en la posición de terminar, levantar las manos y contar. Aunque puede 
llegar el momento de que eso suceda, creemos que no es un tema menor, que genera opiniones y 
controversias sobre el fondo del asunto. 


En realidad, estamos frente a una situación un poco compleja -no he escuchado opiniones en 
contrario- en cuanto a la necesidad de instrumentar formas de castigar faltas, más allá de que estemos 
o no de acuerdo con el conjunto de las faltas planteadas o con la forma en que está planteado este 
tema. En eso hay acuerdo, y además ese es un mecanismo de aplicación ágil, para no decir fácil; no 
queremos que se construya una gigantesca maquinaria jurídica a los efectos de hacerlo posible. No 
obstante ello, las garantías a las que se hace mención -con justicia; no digo como un artilugio 
discursivo- impondrían algún tipo de mecanismo a los efectos de viabilizarlas. El señor Senador 
Pasquet hacía referencia a la posibilidad de utilizar algunos instrumentos en cuanto a la no suspensión 
mientras se generara la segunda instancia. El señor Senador Gallinal, por su parte, planteaba en 
términos generales la posibilidad de crear una norma que por la vía de los hechos limitara los recursos, 
a los efectos de que no fueran automáticos, como sucede prácticamente en otros ámbitos de la 
Justicia. 


Creo que en este momento sería adecuado tomar nota y avanzar en lo que trae el proyecto 
de ley. Está claro que no estamos en condiciones de terminarlo hoy y pasarlo al Plenario así como 
está. 


SEÑOR MICHELINI.- Comparto el criterio del señor Senador Rosadilla en el sentido de que sería 
bueno encontrar la forma de dotar de más garantías sin que baje la eficiencia y la eficacia del proyecto 


de ley propuesto. Todos queremos que haya más garantías y que no se cometan injusticias. 


Creo entender que el señor Senador Pasquet planteó dos sugerencias, que después 
podemos conversar entre nosotros: una es que no tenga efecto suspensivo y otra es que la segunda 
instancia esté hecha también por un solo Juez y no por un tribunal integrado por tres jueces. Entendí 
que ese era su planteo. Creo que es bueno aclararlo para cuando conversemos sobre el tema. 


SEÑOR PASQUET.- Lo que yo decía es que un instituto de segunda instancia es el Tribunal colegiado 
conociendo en instancia única, pero el Tribunal colegiado es mucho más gravoso y complicado desde 
el punto de vista práctico que la segunda instancia. Ahora bien, ¿cuál es el órgano competente para la 
segunda instancia? Eso va a ser consecuencia de cuál sea competente para la primera instancia. Ese 
punto tampoco está resuelto. En el artículo siguiente dice: “Recibida la denuncia o enterado el Juez de 
la presunta comisión” pero no aclara qué Juez es, como lo observó la doctora Eustachio, integrante de 
la delegación de la Asociación de Magistrados cuando concurrió aquí. Falta establecer reglas de 
competencia. En función de las que establezcamos, quedará determinado el hipotético Tribunal de 
segunda instancia. 


SEÑOR MOREIRA.- No hay duda de que este tema procesal es uno de los puntos más controvertidos 
del proyecto de ley. Habida cuenta de que la señora Presidenta nos informa hoy que el tema de la 
incautación se dejaría sin efecto, en lo personal me parece que sería absolutamente inadmisible que 
hubiera una incautación sin segunda instancia. Considero que eso es muy grave y habría 
consecuencias económicas de elevado o, por lo menos mediano, monto. Ahí no se trata simplemente 
de la prestación de un trabajo comunitario de siete a treinta días, sino de la privación en forma 
definitiva de un bien económico importante. Por lo menos tenemos la tranquilidad de que eso se 
elimine. 


Releyendo lo expresado por el doctor Langón, constato que hay elementos pesados. Langón 
señala que una norma que no contenga esto hasta podría ser tachada de inconstitucional, sobre todo 
porque se trata de una norma penal que puede terminar en la privación de libertad. Si la persona que 
está obligada a prestar el trabajo comunitario no lo hace, paga un día de trabajo comunitario con un día 
de prisión. Quiere decir que acá puede haber privación de libertad. Si bien esto es voluntario, puede 
mediar la privación de libertad. Acá estamos ante Derecho Penal. 


SEÑOR ROSADILLA.- Tomando nota de esa preocupación y dado que el señor Senador Michelini 
también ha sido recurrente en el sentido de que el no cumplimiento del trabajo comunitario puede 
derivar en una pérdida de la libertad, creo que ahí tendríamos una posible salida. En aquellos casos en 
que se incumpla la pena, se cae en la figura de desacato y este se juzga en un proceso en el que hay 
primera y segunda instancia. 


SEÑOR MOREIRA.- Esa es una nueva variante. 
SEÑOR ROSADILLA.- Es otra figura. 


SEÑOR MOREIRA.- El doctor Langón es muy categórico en eso y estaba en contra de las faltas. 
Señala que es mejor que se creen cuatro o cinco figuras penales y no faltas que se sancionen en vía 
administrativa. A su vez, Chediak dice que si bien en general no está afectado el bien más importante 
que es la libertad, el problema es la redención por vía de prisión. También señala que, en lo personal 
se quedaría mucho más tranquilo respecto a la constitucionalidad del proceso de faltas si se previera 
algún tipo de recurso, porque puede terminar en privación de libertad. De modo que compartiría la 
opinión del profesor Langón en el sentido de que sería mucho, quitaría celeridad y complicaría al Poder 
Judicial si se cumplen algunas hipótesis. Dice que se estaría privando de libertad en una instancia 
única sin posibilidad de recurrir. También habla del tema del decomiso del vehículo. Habría que buscar 
una variante y creo que la idea del señor Senador Pasquet es interesante porque, de lo contrario, le 
vamos a quitar toda aplicación a esto y en los hechos todos queremos que funcione, que algunas de 
estas cosas se sancionen; pero si lo convertimos en un proceso de un año y pico, va a terminar como 
antes, y no va a haber un policía que agarre a una persona para llevarla porque la tendrán dando 


vueltas en un juzgado. Hay que buscar alguna figura intermedia para determinadas hipótesis, como la 
idea que planteó el señor Senador Pasquet. 


SEÑOR NIN NOVOA.- De acuerdo al artículo 17 la primera audiencia está fijada en un plazo de diez 
días siguientes a la presunta comisión de la falta, pero me gustaría saber si sería posible abreviar esos 
diez días a cinco y que la segunda instancia tuviera otro plazo. ¿Es procesalmente posible? Ese es un 
tema que saben los abogados. 


SEÑOR MOREIRA.- El tema es la letra de la ley y luego su aplicación en los hechos, y los que somos 
abogados sabemos que se ponen plazos y que lamentablemente se prorrogan. Además, hay que 
pensar que muchos de los que van a ser sometidos a este Juez de faltas son gente de escasísimos 
recursos económicos; estamos hablando de vandalismo, de hurgadores, de limpiavidrios. No creo que 
en los hechos el Defensor de Oficio apele y diga que eso está probado. No sé, pero habría que ver 
después cómo funciona en los hechos. Debemos darle un matiz para lograr la debida celeridad para 
que otra vez no nos encontremos ante una muralla como la que existía antes, cuando los jueces no le 
daban importancia a estos temas y las debidas garantías que deben mediar en algunos procesos de 
faltas. Tenemos que encontrar alguna solución intermedia, que puede ser la que propuso el señor 
Senador Pasquet o buscar alguna otra que nos permita que esto no termine como antes, en la nada, y 
que en algunos casos la gente tenga las garantías del debido proceso y el derecho a la defensa. 


SEÑOR DA ROSA.- Confieso que en primera instancia no entendí mucho o no coincidía con el 
enfoque o con la propuesta del señor Senador Pasquet. Todos sabemos que en la realidad de los 
hechos los juzgados ya están bastante recargados de trabajo como para que le den la debida 
importancia o trascendencia a una masiva presentación de recursos de apelación por el tema de las 
faltas; y aunque esto no debería ser así, en la realidad sucede. 


La segunda intervención que hizo el señor Senador Pasquet me hizo pensar 
fundamentalmente en algo que me parece esencial y es que más allá de que exista o no un recurso de 
apelación no habría efectos suspensivos y ese tema es muy importante porque, en definitiva, los que 
se van a molestar en apelar seguramente sean aquellos que se consideren dolidos o perturbados 
porque se cometió una injusticia con ellos y porque la apelación es un instrumento para garantizar los 
derechos de la persona en la medida en que salva el problema de la falibilidad de la justicia humana. 
Lo que se pretende es que siempre exista la posibilidad de una revisión frente a una injusticia, una 
mala interpretación de la norma o sencillamente de una equivocación del Juez, como la tiene cualquier 
ser humano. 


Me parece que el tema de la apelación en sí mismo es una garantía y que está bien admitir la 
existencia de un recurso para eso, pero lo que me parece absolutamente fundamental es que no haya 
efectos suspensivos, porque de ser así se transforma en un campo de chicanas donde nadie se 
presente ni quiera cumplir determinada sanción porque con un recurso de apelación las cosas se 
trancan. Reitero que para mí es fundamental que no tenga efecto suspensivo. De esta forma, 
estaríamos introduciendo una garantía más que, en general, está consagrada en el campo del Derecho 
Procesal, salvo excepciones muy especialísimas, como es la salvaguarda de la libertad y de los 
eventuales errores o equivocaciones que comete un Juez, como los puede cometer cualquier ser 
humano. 


Desde ese punto de vista, quiero decir que lo que al principio no me era muy convincente, 
me terminó convenciendo. Por lo tanto, creo que es una buena solución contemplarla dentro del 
contenido del proyecto de ley. 


SEÑOR MICHELINI.- Mi pregunta no fue menor. Aquí se hizo un planteo que estamos valorando para 
conversarlo después. El tema consiste en definir qué pasa si por una cuestión de faltas se termina 
involucrando a tres jueces en un tribunal de segunda instancia, recargando así todo el sistema. Por 
más que no tenga efecto suspensivo, esto lo trata un solo Juez. ¡Hay que analizar la dimensión del 
tema porque si no vamos a recargar todo el sistema! Creo que esto también debe ser valorado. 


Una cosa es decir que no tiene efecto suspensivo, pero resulta que después por una falta se 
ven involucrados tres jueces. Está bien que se castigue una falta -aunque en el contexto de esta 
situación, es menor frente a otras de incumplimiento de la ley-, pero recargar a tres jueces no me 
parece conveniente. De allí surgió mi pregunta. 


Me parece que se podría valorar con una actitud más positiva y decir que no se suspende. 
Además, la segunda instancia tiene un solo Juez y no tres porque, si no, ¡terminamos en casación! 
Aclaro que no estoy diciendo que lo planteen; simplemente creo que por el hecho de dar más y más 
garantías, podemos terminar en la Suprema Corte de Justica, y no parecería lógico. 


SEÑOR DA ROSA.- En realidad, el problema de la pluralidad de jueces -coincido con el señor 
Senador Michelini en el sentido de que es excesivo que el tema deba ser tratado por un Tribunal de 
Apelaciones- se da en Montevideo, porque los jueces que se definen como competentes para entender 
en estos asuntos son los Jueces Letrados. En el interior, el problema no sería mayor porque si la 
competencia la tienen los Jueces de Paz, quienes van a actuar como Tribunales de Alzada serán los 
Jueces Letrados. De manera que en el interior ese problema no existiría. Insisto en que el problema 
estaría planteado a nivel de Montevideo porque, al ser Jueces Letrados, necesariamente los Tribunales 
de Alzada son los Tribunales de Apelaciones. Allí es donde tenemos el problema de la composición 
colegiada, un tema que habría que solucionar o zanjar para evitar esa situación que, además, será 
dispar con el interior, en donde -vuelvo a decir- los Jueces de Alzada serán los Jueces Letrados, o sea, 
un Juez, mientras que en Montevideo, pasarían a ser tres jueces en un Tribunal de Apelaciones. 
Realmente es un tema para conciliar. 


Insisto en que la existencia del recurso de apelación, en la medida en que no tenga efecto 
suspensivo, constituye una garantía. En cuanto a la recarga de trabajo, pensemos también que no van 
ser muchos los que interpondrán un recurso de revocación; seguramente lo harán aquellos que se 
consideren damnificados, perjudicados o respecto de quienes se cometió una injusticia. Repito que no 
creo que sean muchos los que vayan a interponer un recurso de apelación, máxime si, en el fondo, 
saben que cometieron la falta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Aquí tenemos dos bibliotecas, como digo yo, o doctrinas, a juicio del doctor 
Langón. El señaló: “Si esto es penal y si, como dice toda la doctrina, las faltas son delitos -porque se 
distinguen de ellos solo por la gravedad-, tienen que aplicarse a las mismas todas las garantías y 
normas del Derecho Penal, liberal, garantista, propio de un Estado constitucional de Derecho, entre las 
cuales se consagra la doble instancia. Es por eso que se había creado el Tribunal de Faltas. Hay una 
doctrina que dice que va a haber una única instancia, pero es dudoso que sea así; habría que 
consultarlo con los procesalistas. En cambio, hay otra doctrina que indica que lo que se quiere 
garantizar con la doble instancia es que haya, por lo menos, dos o tres personas; específicamente, tres 
es para resolver un eventual conflicto, versiones divergentes. Entonces, habiendo un tribunal en estas 
cosas podría considerarse que hay una doble instancia porque los Ministros o Jueces son plurales. 
Pero si ponemos un Juez unipersonal, no puede dársele un giro de reyecito autónomo donde no hay 
apelaciones y donde los únicos recursos son los de aclaración, ampliación y reposición”. Esta es la 
posición del doctor Langón. La única instancia con un Juez unipersonal sería la conjunción de ambas 
cosas, lo que determinaría la falta de garantías del proceso. 


Luego está la opinión del doctor Pérez Manrique que sostiene que los juicios laborales son 
de instancia única y no se cuestiona la posible inconstitucionalidad y el debido proceso debe tener la 
posibilidad de decisión ante un Tribunal. Es decir que la doble instancia, según el doctor Pérez 
Manrique, no es una garantía constitucional y de hecho la Corte tiene muchas sentencias donde 
entiende que los asuntos de instancia única no vulnerarían la Constitución. 


(Dialogados.) 


-Esto dice la otra doctrina. El doctor Pérez Manrique -termino y después pueden pedir todas las 
interrupciones que quieran- cuestiona la inconstitucionalidad de los procesos donde no hay doble 
instancia y plantea que la Corte tiene sentencias distintas. A su vez remite a la Ley de Abreviación de 
Juicios Laborales. Entiendo que hay algunas propuestas. En primer lugar, a mi juicio esto debe ser 


desglosado. En segundo término, existen dos propuestas: que sea un colegiado o que haya una 
segunda instancia sin efectos suspensivos. 


Propongo que desglosemos esto, tomemos en consideración las propuestas que existen y 
las analizamos en la próxima sesión. Por ahora no veo que haya otras propuestas sobre la mesa más 
que apelar a la audiencia única en los juicios laborales -ya sé que es materia penal-, y la otra 
sugerencia es que haya una doble instancia pero sin efecto suspensivo. Solicito a los señores 
Senadores que me ilustren -ya que son mucho más sabios que yo en lo que tiene que ver con las 
leyes- si existe alguna otra alternativa, además de la original planteada por la ley que es la audiencia 
única y un Juez de faltas. 


SEÑOR GALLINAL.- Quisiera hacer una aclaración. Tribunal no significa integración plural; se está 
refiriendo al Tribunal de alzada que puede ser unipersonal. Por ejemplo, un Juez del interior tiene como 
Tribunal al Juez Letrado, que es unipersonal. Por lo tanto, lo que se ha dicho no es así. 


En segundo lugar, lo que propone el señor Senador Michelini es absolutamente inviable, 
porque en el Poder Judicial existe una jerarquía, entonces, una sentencia de primera instancia de un 
Juez Letrado necesariamente debe ser recurrido ante un Tribunal de Apelaciones. No podemos decidir 
nosotros, innovando, que en una sentencia, un Juez Letrado de Primera Instancia recurra ante otro 
Juez Letrado. Voy a poner un ejemplo que me parece muy elocuente. ¡Cuántas veces hemos oído 
hablar de las fianzas, sobre todo en los procesos penales en otros países del mundo! Por ejemplo, la 
persona tiene que acreditar una fianza de equis millones de dólares para permanecer en libertad. ¿Por 
qué? Porque se suspende el cumplimiento de la pena o porque hay otras acciones previas a la 
definición. Como en este caso -tal como propuso el señor Senador Pasquet- lo que vamos a hacer es 
eliminar el efecto suspensivo, no se necesitaría otorgar fianza; se debe cumplir, sí o sí, el dictamen de 
primera instancia. Tal vez agregaría algo al efecto suspensivo, dándole la facultad al Tribunal -que, 
reitero, será unipersonal o pluripersonal- de sancionar al apelante con los costos en el caso de que de 
la demanda de apelación surja claramente que se hace con propósitos dilatorios o de establecer 
chicanas, etcétera. Me parece que entre el cumplimiento obligado de la sentencia, con lo cual ya no 
tiene marcha atrás y lo desestimula para apelar -tal como decía el señor Senador Pasquet-, y la 
posibilidad de que además lo condenen a pagar una suma por todo lo que fue el proceso, se termina 
desalentando al apelante terminantemente, excepto a aquel que está absolutamente convencido de 
que tiene razón. Lo que quiere aquel que considera que tiene razón es una decisión que lo llene desde 
el punto de vista moral. Por eso decía que el camino que estamos estableciendo es peor porque no 
vamos a ser más eficaces ni a achicar la cantidad de juicios, que es el problema que tenemos. Si una 
persona se siente agraviada por una sentencia de Primera Instancia que no puede recurrir y la 
condenaron a realizar trabajo solidario, el único camino que le queda es realizar una acción contra el 
Poder Judicial. La única demostración posible es una acción por daños y perjuicios o por daño moral; 
es lo único que podrá mostrar a sus amigos, a su entorno, acerca de que efectivamente tenía razón. 
“¿Vieron? Inicié una acción por daños y perjuicios y la gané”. Me parece que ni siquiera es argumento 
decir “ahorrémosle trabajo al Poder Judicial” o “seamos más eficientes”. 


SEÑOR DA ROSA.- Apoyados. 


SEÑOR GALLINAL.- Me queda una duda porque no sé si establecimos quién es competente en 
Montevideo para entender en los juicios de faltas, y en ese caso podríamos determinar que sean los 
Jueces de Paz Departamentales. De esa manera será posible que la apelación se realice ante un Juez 
Letrado, igual que en el interior; se trata de un Juez de composición unipersonal. 


En el Capítulo de Procedimientos que estamos estudiando podríamos establecer quiénes 
son los Jueces competentes y de esa manera salvamos el otro problema al que se hacía referencia. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Según entiendo sigue en consideración la propuesta del señor Senador 
Pasquet, de permitir la apelación. Después veremos lo que refiere a los tiempos y la elección de los 
Juzgados. 


SEÑOR LORIER.- Muy simplemente creemos que acá hay que combinar la efectividad o celeridad de 
los procedimientos con las debidas garantías. Para nosotros esa es la clave de la resolución de este 
tema que estamos considerando. En vista de los múltiples aportes y de los intercambios que se han 
hecho en esta Comisión, tal como debe ser, me parece que surge la necesidad de que revaloricemos 
este artículo. Quizá, esos aportes nos permitan una solución que armonice lo que todos buscamos, que 
es celeridad, efectividad y una mejora en el orden social -por así llamarlo-, con aquellos elementos que 
en estas circunstancias tampoco podemos perder de vista y que son las debidas garantías para 
cualquier ciudadano. 


Me parece que podríamos seguir adelante para no trancarnos en un solo artículo, porque 
esto va para largo y necesitamos aprobar este proyecto de ley con cierta rapidez. En concreto, estaría 
proponiendo -tal como creo lo ha hecho la misma Presidenta- desglosar este tema -analizarlo nosotros 
como Bancada- y seguir con los demás artículos del proyecto de ley. 


SEÑOR MOREIRA.- Me parece bien, pero sería bueno -habida cuenta de que estamos hablando de 
las dificultades que puedan darse en los hechos en el funcionamiento de la Justicia- requerir 
nuevamente la opinión de la Suprema Corte de Justicia sobre estos puntos que hoy analizamos. Me 
parece que sería bueno consultarlos, aunque sea por escrito o telefónicamente, porque el señor 
Senador Gallinal hablaba de dar competencia a los Jueces departamentales y a los Jueces de Paz en 
el interior. Entonces, me parece conveniente preguntarle a la Suprema Corte, en función de lo que es la 
práctica y lo que puede ser la realidad emergente de la aprobación de esta norma. Creo que no 
perdemos nada y es una opinión que importa, puesto que la estamos citando permanentemente. Me 
parece que, en definitiva, tenemos que intentar llegar a una solución consensuada. 


SEÑOR MICHELINI.- Nosotros recibimos el planteo, pero antes de hacer consultas a la Suprema 
Corte, tenemos que hacer una reunión de Bancada. Si, como dice el señor Senador Gallinal, se plantea 
la posibilidad de que quien pide la segunda instancia, la pierde o el Juez ve que hay una cuestión 
dilatoria, si pudiéramos poner un tope -si bien dice el señor Senador Pasquet que es de poco monto- 
en caso de que el Estado hubiera sido injusto -para no generar una situación de negocios contra el 
Estado-, sin efectos suspensivos y si pudiéramos encontrar una fórmula que permitiera presentarse no 
ante un tribunal sino ante un Juez, en la segunda instancia, todo eso facilitaría nuestra reflexión. Insisto 
en que antes de empezar a hacer consultas a la Suprema Corte nosotros tenemos que hacer 
reflexiones en términos políticos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, desglosamos el artículo 16 relativo a la instancia única. 
Léase el artículo 17. 
(Se lee:) 


“Artículo 17.- (De la comparecencia a la audiencia).- Recibida la denuncia o enterado el Juez 
de la presunta comisión de una falta, adoptará las medidas necesarias para la instrucción del proceso 
que se desarrollará en una única audiencia que se fijará para la oportunidad más inmediata, dentro de 
los siguientes diez días. 


La audiencia debe celebrarse con la presencia del Juez, del indagado asistido con Defensor 
y de un representante del Ministerio Público. 


La ausencia de cualquiera de dichas personas aparejará la nulidad de la audiencia, la cual 
viciará los ulteriores actos del proceso. Sin perjuicio de ello, la ausencia del representante del 
Ministerio Público provocará la clausura definitiva del proceso e implicará el sobreseimiento de la 
causa. 


Si el indagado no compareciere, el Juez ordenará su detención, que se mantendrá hasta la 
realización de la nueva audiencia que deberá fijarse dentro de las veinticuatro horas siguientes a la 
detención. 


Si el indagado compareciere sin la presencia de Defensor de su particular confianza, se le 
designará Defensor Público de inmediato, quien deberá comparecer a la audiencia bajo 
responsabilidad funcional.” 


-En consideración. 


SEÑOR GALLINAL.- Creo que aquí vamos sumando nuevos elementos que, a mi juicio, coadyuvan en 
el sentido de las afirmaciones que hicimos respecto a los recursos. Se establece una única audiencia 
que es distinto a una instancia única. 


Quiere decir entonces que se impone al Juez la necesidad de que resuelva el tema en una 
única audiencia. Como veremos más adelante, se le dan facultades especiales para rechazar aquellos 
medios de prueba que considere que no correspondan y que están hechos con el solo propósito de 
realizar una chicana. 


Además, se establece la posibilidad de detener al indagado por su no comparecencia, pero 
no se dispone -como en otros casos- que cuando la persona no comparece se le da una segunda 
oportunidad o se lo notifica a través de la Policía que debe comparecer. Aquí se dice lisa y llanamente 
que si el indagado no compareciera el Juez ordenará su detención. 


SEÑOR MOREIRA.- O su conducción. 
SEÑOR GALLINAL.- Es claro, por eso me parece que debemos tener cuidado con esto. 


O sea que tenemos una única audiencia -me parece bien-, se establece un plazo de diez 
días que, como bien se le dijo al señor Senador Nin Novoa, es relativo porque el Juez depende de su 
agenda y por razones de fuerza mayor puede postergarlo, pero está bien que se estipule. Quizás 
deberíamos revisar la incomparecencia del indagado, como dice el señor Senador Moreira, porque no 
Conozco casos tan tajantes, y mucho más en un caso de faltas que no son precisamente delitos. 


SEÑOR MOREIRA.- Otra cosa que se había observado cuando vino la Suprema Corte de Justicia es lo 
relativo a que la ausencia del representante del Ministerio Público provocará la clausura definitiva del 
proceso e implicará el sobreseimiento de la causa. Se señalaba que el Ministerio Público no va a 
concurrir a los Juzgados de Paz en el interior. De modo que en este caso quedaría liquidado el tema, 
sin incluir ninguna responsabilidad emergente para el autor de la falta. Me parece que lo de la ausencia 
es demasiado categórico, que implica la clausura definitiva del proceso y el sobreseimiento de la 
causa. Considero que es inconveniente en el caso del interior porque no se podrá aplicar. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Creo que se tendrían que haber leído juntos los artículos 17 y 18 porque 
están todos unidos. Así como el señor Senador Nin Novoa había propuesto que los diez días podrían 
haberse reducido a cinco, luego está lo que se establece en el artículo 18. Es que en esos diez días 
aparecen las pruebas y el Juez tiene más tiempo para tomar una decisión informada. 


Si los señores Senadores están de acuerdo, pediría a Secretaría que se diera lectura al 
artículo 18 y que lo consideremos junto con el artículo 17 porque están interrelacionados tanto por el 
tema de los plazos como por el de la prisión de quien no concurra. 


(Apoyados.) 
-Léase el artículo 18. 
(Se lee:) 


“Artículo 18.- (De la audiencia de prueba y debate).- En la audiencia, si hubiera oposición 
sobre los hechos del proceso, el Juez fijará el objeto de la prueba y ordenará la que las partes le 


proponga, si las considerare admisibles y útiles, así como la que estimare pertinente. 


Si todos o algunos de los medios de prueba estuvieren disponibles, se producirán e 
incorporarán de inmediato y en la misma audiencia. En caso necesario, ésta se prorrogará por un plazo 
no mayor de diez días, debiendo en esa nueva oportunidad completarse y agregarse la prueba 
pendiente. 


Todas las resoluciones dictadas en el curso de la audiencia admitirán exclusivamente recurso 
de reposición. 


Diligenciada la prueba, el Ministerio Público deberá formular acusación o requerir el 
sobreseimiento en la audiencia. El Defensor, a su vez, deberá evacuar la acusación en el mismo acto”. 


SEÑOR GALLINAL.- Creo que se puede seguir leyendo el artículo 19. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Sí, señor Senador, porque refiere a la sentencia. 
-Léase el artículo 19. 
(Se lee:) 


“Artículo 19.- (De la sentencia).- Terminado el debate, el Juez dictará la sentencia en la propia 
audiencia, pudiendo suspenderla a esos efectos, cuando la complejidad del asunto así lo requiera, por 
un lapso no mayor de veinticuatro horas. Reanudada la audiencia, el Actuario leerá la decisión -la que 
se ajustará, en lo posible, a lo previsto en el artículo 245 del Código del Proceso Penal- y la agregará a 
los autos. 


La sentencia solo admitirá los recursos de aclaración y ampliación, que deberán ser 
deducidos y resueltos en la propia audiencia”. 


-Léase el artículo 20. 
(Se lee:) 


“Artículo 20.- (De los incidentes. De la instancia única).- El Juez podrá desestimar de plano y 
verbalmente todo incidente que se promoviere por las partes. Los incidentes admitidos se sustanciarán 
y se decidirán en la audiencia. Las providencias dictadas en este proceso solo admitirán recurso de 
reposición, que se deducirá y resolverá en la propia audiencia.” 


-Léase el artículo 21. 
(Se lee:) 


“Artículo 21.- (De la forma de la audiencia).- La audiencia será presidida y dirigida por el Juez 
y toda la actividad procesal realizada en la misma, que no se encuentre prevista en los artículos 
precedentes, se regirá por lo dispuesto en el Código General del Proceso.” 


-Léase el artículo 22. 
(Se lee:) 


“Artículo 22.- Deróganse los artículos 309 a 314 del Decreto-Ley N* 15.032, de 7 de 
julio de 1980 (Código del Proceso Penal) y el artículo 481 de la Ley N* 16.736, de 5 de enero de 1996.” 


-De la lectura conjunta de estos artículos -además de lo que ya tratamos sobre la única o la 
doble instancia-, tenemos el tema de la irrecurribilidad del proceso, las consecuencias de la ausencia 
del Ministerio Público y del indagado, que termina en una detención de este. Quizás la discusión deba 
girar en torno a estos cuatro puntos. 


SEÑOR MOREIRA.- Propongo que en el artículo 17, en lugar de establecer “su detención”, se diga “su 
conducción a la sede”. Creo que con eso alcanzaría. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, el señor Senador Moreira propone en el cuarto párrafo del artículo 
17 que cuando no comparezca el indagado “el Juez ordenará su conducción a la sede a estos 
efectos”, en lugar de “ordenará su detención”, etcétera. 


SEÑOR MOREIRA.- Y luego eliminaría la segunda parte del párrafo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Me gustaría escuchar la opinión de los señores Senadores sobre este punto 
O sobre cualquier otro. 


SEÑOR PASQUET.- Señora Presidenta: si vamos a sustituir el término “detención” por “conducción”, 
tendremos que cambiar la redacción de este inciso. Hay que decir que si el indagado no compareciere, 
el Juez fijará nueva audiencia y ordenará la conducción del imputado a la misma. La nueva audiencia 
la fijará el Juez según su agenda y probablemente no pueda hacerlo dentro de las 24 horas. El punto 
es que, cuando fije la nueva audiencia, al indagado no lo cita sino que lo manda traer conducido por la 
Policía. Esa sería la idea y me parece que está bien. Acá tenemos un indagado cuyo carácter de tal y 
el hecho de no haber concurrido a la primera audiencia justificaría, incluso, que a título de medida 
cautelar se lo detuviera. No vamos por ese camino, sino que lo mandamos conducir, pero dicha 
conducción tiene que ser pertinente porque podría estar sustrayéndose a la persecución, justificando la 
medida cautelar. 


SEÑOR ROSADILLA.- Sin perjuicio de que pueda estar de acuerdo en que deba eliminarse, creo que 
habría que rever el sentido del conjunto de esta frase. Decía que si el indagado no compareciere, el 
Juez ordenará su detención, que se mantendrá hasta la realización de la nueva audiencia, que deberá 
fijarse dentro de las 24 horas siguientes a la detención, o sea que ordenaba que la audiencia se hiciera 
no más de 24 horas después. No dejaba eso librado a la agenda del Juez. 


SEÑOR PASQUET.- Una vez que se dispone la detención, empiezan a jugar las normas de tutela de 
la libertad individual que dicen, por ejemplo, que una persona no puede ser detenida sin pasar a Juez 
dentro de las 24 horas, etcétera, pero si cambiamos el giro y ya no es detención sino conducción, se la 
va a conducir a la audiencia pero esta no va a tener plazo porque no se parte de la base de que hay 
una persona detenida. El Juez va a determinar en función de su agenda. La cuestión es que, una vez 
que el Juez diga que la audiencia es tal día, no cita al indagado sino que comunica a la Seccional que 
lo lleven conducido tal día a tal hora. 


SEÑOR MICHELINI.- Ahí surge el problema de qué pasa si cuando el Juez fija la audiencia y la Policía 
va a buscar al indagado a su casa, al trabajo o a donde sea, no lo encuentra. Otra vez habría una 
audiencia y aquel al que se quiere responsabilizar de determinados hechos no comparece. La primera 
vez no comparece por propia voluntad, la segunda tampoco lo hace porque cuando lo van a conducir 
no lo encuentran. Por lo tanto, el poner “conducción” no me preocupa; es más, me parece bien. Pero 
hay que ver cuál será el tercer paso. Si por alguna razón no se lo puede conducir, se manda detener a 
la persona y la audiencia se fija luego de haberla detenido. De lo contrario, alguien puede decirle al 
indagado: “Lo mejor es no presentarte, tener idea de cuándo se fija la audiencia, ese día irte para el 
interior y después ya está”. Una posibilidad es dejar esto como está, pero comparto lo que señala el 
señor Senador Moreira en cuanto a que no sería lógico, o establecemos que el Juez fijará nueva 
audiencia y se conducirá o se hará conducir al imputado. El texto del inciso podría decir que si al 
indagado por alguna razón no se lo encontrase en su domicilio, el Juez ordenará su detención y, una 
vez que se lo detiene, hay que fijar la audiencia antes de las 24 horas. 


Por lo tanto, hay dos caminos posibles. El primero es que nosotros le demos dos instancias: 
una primera comparecencia y una segunda y, si no se presenta a esta, se lo va a buscar. El otro 
camino es que esto tiene que ser rápido. Si alguien no va voluntariamente a la primera audiencia, se 
fija una nueva y se lo conduce a la sede; pero si la policía no lo encuentra, es un prófugo, lo tienen 
que mandar a detener y la audiencia se tiene que fijar a las veinticuatro horas. Se puede decir de esa 
manera o quizá se diga que se aplicará alguna norma ya vigente -ahora no me viene ninguna a la 
cabeza- de cómo tiene que actuar un Juez frente a una persona que se rehúsa a comparecer ante la 
Justicia. 


SEÑOR GALLINAL.- Antes que nada hay que aclarar que aquí estamos hablando de materia penal y 
no de materia civil, porque mientras que en materia civil se puede condenar en ausencia, en materia 
penal no. Ese es el primer elemento que tenemos que tener presente. El artículo parece muy 
exagerado porque no solo dice que si el indagado no comparece, el Juez ordenará su detención, sino 
que además lo van a tener detenido veinticuatro horas y por eso tenemos que hacer lo mismo que se 
hace en materia penal: disponer la conducción a través de la policía, como se hace con los testigos. Si 
hay un indagado y la policía no lo pudo conducir frente al Juez, entonces estamos frente a un prófugo. 
Se va a expedir una orden de detención y, cuando sea capturado, el Juez determinará cuándo se 
celebrará la audiencia y será juzgado, responsabilizado, o sobreseído. 


En líneas generales creo que la redacción está bien, pero me parece que el tercer inciso está 
mal. Allí se dice que: “La ausencia de cualquiera de dichas personas aparejará la nulidad de la 
audiencia”. No es así; la ausencia del Juez no apareja la nulidad de la audiencia, porque directamente 
no hay audiencia, y creo que lo mismo cabría para los otros casos. Si efectivamente es cierto que el 
Ministerio Público no comparece en los casos de faltas, es materialmente imposible que el día de 
mañana se condene a alguien por eso; porque si se van a anular las audiencias porque no está el 
Ministerio Público tendremos que buscarle una solución. Si no está el acusador tenemos un problema y 
creo que la ausencia de cualquiera de las personas aparejará que la audiencia no se realice y el Juez 
la convocará en un plazo máximo de cinco días o para el día siguiente. Si el que no compareció fue el 
indagado, la citación será para el día siguiente y se lo conducirá. No es lo mismo la ausencia del Juez, 
que la ausencia del indagado o del Ministerio Público. Tenemos resuelta la del indagado y si no 
comparece el Juez fijará la audiencia para el día siguiente y ordenará que este sea conducido por la 
policía. ¿Pero qué hacemos si el Ministerio Público no comparece? Si no comparece el Juez, él mismo 
va a dictar una nueva convocatoria, pero no hay nulidad como dice acá, sino que simplemente no hay 
audiencia. 


Me parece que lo que nos quedaría por resolver es qué vamos a hacer con la audiencia del 
Ministerio Público y si efectivamente este tiene la costumbre de no comparecer o tiene tanto trabajo 
que le resulta imposible hacerlo, más ahora cuando las audiencias pueden ser muchas en materia de 
faltas. 


En cuanto a la redacción propongo que no se realiza la audiencia si no comparecen las 
partes. Si el Juez no comparece, se fijará una nueva audiencia; si es el indagado, se lo conducirá a las 
veinticuatro horas; pero ¿qué hacemos si es el Ministerio Público el que no va? 


SEÑOR PASQUET.- Con relación al Ministerio Público, me parece que podríamos establecer que “la 
ausencia no justificada de representante del Ministerio Público provocará la clausura definitiva del 
proceso e implicará el sobreseimiento de la causa.” Asimismo, se podría agregar una disposición que 
estableciera que el Juez lo comunicará a la Fiscalía de Corte y Procuraduría General de la Nación. 
Partimos de la base de que si el Ministerio Público no va a la audiencia y no justifica su inasistencia, el 
proceso se clausura y el Juez lo comunicará al jerarca del Fiscal inasistente para que tome las medidas 
del caso. Me parece que ir más allá de esto, atentaría contra la tónica de celeridad que pretendemos 
dar. Si ante cada incidencia que se presente, armamos todo un sistema de postergaciones, recursos y 
demás, estaremos generando algo que no queremos. Esto apunta a ser rápido y directo: si el Fiscal no 
va y tampoco justifica su inasistencia -porque pudo haber tenido causa justificada para no ir, lo que 
deberá justificar en un plazo breve, tal como ocurre en las audiencias civiles a las que la parte no 
concurre y después se establece: “Justifíquese su inasistencia en el plazo tal bajo apercibimiento de 
tenerla por omisa”, etcétera-, se clausurará el proceso y el Juez lo comunicará al jerarca que dispondrá 
lo que corresponda, esto es, una investigación, un sumario o, eventualmente, una sanción. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, estamos de acuerdo con que la no comparecencia del indagado 
tenga una doble instancia: primero la de su conducción y luego la de su detención, en virtud de que 
frente a faltas no correspondería detenerlo en primera instancia, como lo sugiere el texto original. 
¿Estamos de acuerdo con esto? 


SEÑOR GALLINAL.- Creo que debemos distinguir lo siguiente. 


La falta no es un delito, lo que no implica que en algún momento del proceso el imputado no 
cometa un delito. Por ejemplo, quien no cumple con las medidas de trabajo comunitario, que es una 
decisión del Poder Judicial, estaría cometiendo el delito de desacato. El que no comparece a una 
audiencia, después de haber existido intención de conducirlo, está también cometiendo un delito que 
obliga a pedir su detención. En ese sentido, me parece que no estamos transformando faltas en 
delitos; por el contrario, el que está configurando el delito es el propio sujeto involucrado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Mi pregunta era si, de acuerdo con lo conversado, existe acuerdo con la 
modificación a lo que propone el texto original, esto es, que si el indagado no comparece, se lo detiene 
por veinticuatro horas. Esa es una primera cuestión. 


Por otro lado, en el texto original se dice que la no comparecencia del Ministerio Público, 
clausura el proceso. ¿Queremos revisar esto o dejar como ha dicho el señor Senador Pasquet, es 
decir, que se produzca la clausura del proceso pero con una comunicación? Concretamente, el señor 
Senador Pasquet dijo que si el Ministerio Público no concurre, el proceso se clausura y sugirió agregar 
a la norma que “el Juez lo comunicará al Fiscal”, etcétera. 


SEÑOR MOREIRA.- Comunicar la ausencia no debidamente justificada. 


SEÑOR PASQUET.- Me refiero a la ausencia no justificada. Me parece que no tendríamos que 
plantearnos como tarea redactar aquí cómo se produce la justificación. En la práctica ocurre que el 
Juez da vista al Ministerio Público para que justifique la inasistencia en determinado plazo. Si no lo 
hace; la inasistencia no quedará justificada y se procederá a clausurar el proceso, dándose cuenta al 
jerarca. A mi juicio, creo que no deberíamos ir más allá de esto. 


SEÑOR MOREIRA.- El inciso segundo del artículo 17 establece: “La audiencia debe celebrarse con la 
presencia del Juez, del indagado asistido con Defensor y de un representante del Ministerio Público”. 


En lo personal, eliminaría el comienzo del inciso tercero, que expresa: “La ausencia de 
cualquiera de dichas personas” porque, si el inciso anterior establece la obligación de asistencia de 
esas personas, si no hay Juez, no hay audiencia. Asimismo, me parece que no es necesario establecer 
“la nulidad de la audiencia”; sería suficiente con exigir la presencia de esas partes. Ahora bien, si se 
pretende que el Ministerio Público como acusador tenga un efecto todavía mayor, como lo es la 
clausura definitiva del proceso y el sobreseimiento de la causa, creo que lo propuesto por el señor 
Senador Pasquet es correcto. Aquí se mencionó -también por parte de los representantes de la 
Suprema Corte de Justica- la dificultad práctica que va a traer eso en el interior de la República, donde 
los Fiscales están en las capitales y no en los pueblos y que muchas veces no van a poder concurrir. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Antes de cederle el uso de la palabra al señor Senador Michelini, quiero 
decir que la Secretaria de la Comisión me hizo llegar lo que ya está vigente -que me parece que es lo 
que repite este articulado- sobre el proceso de audiencia. Todo lo relativo a la nulidad del proceso y en 
el caso de que el procesado estuviera en libertad, no compareciera y el Juez ordenará su detención, 
está en la normativa que hoy está vigente y que si los señores Senadores lo desean se puede repartir. 


SEÑOR MICHELINI.- Me parece bien que si no se realiza la primera audiencia convocada porque 
alguna de las partes no aparece, no traiga como consecuencia la nulidad, sino simplemente que la 
audiencia no se realizó. A mi juicio, debería establecerse un plazo de tres o cinco días para que se 
fijara la nueva audiencia. Una vez fijada, si el que no vino fue el Juez, no tendrá que justificarlo, solo 
deberá fijar la fecha de la nueva audiencia y la segunda audiencia se realizará. Si el que falta es el 
Fiscal, me parece bien que se diga que la ausencia del representante del Ministerio Público sin 


justificación provocará la clausura; y aunque la justifique la primera vez, si se le cita a la segunda y 
nuevamente no aparece, aunque la pudiera justificar, ya se daría por terminado. Ante la primera falta 
del Fiscal, el Juez permite la justificación, si se convoca a una segunda audiencia y también falta, 
bueno, no se puede justificar. Después el Ministerio Público determinará si ese Fiscal está o no 
actuando correctamente, pero ese es otro tema. Ahí se debería corregir un poco. 


Después tenemos el tema del indagado. El indagado concurre voluntariamente si se hace la 
audiencia, si no concurre el indagado, el Juez fija una nueva audiencia en esos tres o cinco días y lo 
hace conducir tal como lo señaló el señor Senador Moreira. No se lo va a detener, se lo conduce dos o 
tres horas antes, porque ya se sabe que la audiencia está fijada para tal día a tal hora. Si no concurre 
porque la policía no lo puede conducir debido a que no lo encontró, se utilizan las normas que reglan 
esta situación. Entonces, se establece que en ese caso se aplicará tal norma o, quizás con alguna 
adaptación, se puede dejar este inciso tal como está. Me parece que tiene que quedar claro qué ocurre 
si la policía no lo puede conducir. En ese caso, el Juez no plantea otra audiencia, sino que solo lo hará 
cuando se lo detenga porque, de lo contrario, seguimos de audiencia en audiencia. 


SEÑOR GALLINAL..- Venía siguiendo el razonamiento del señor Senador Michelini y lo comparto. Creo 
que en el caso del Ministerio Público podemos poner que por una única vez podrá justificar su 
ausencia. Si leemos más atentamente el penúltimo inciso, vamos a ver que si el indagado no 
comparece, el Juez ordena su detención. ¿Cuándo se celebra la audiencia? ¿Veinticuatro horas 
después? No, se celebra veinticuatro horas después de la detención, porque es imposible fijarla de 
antemano si no sabemos si la persona está citada en Durazno y se encuentra en Bella Unión o se fue 
del país; ahí tenemos la solución. Podría decirse: “Si el indagado no compareciese, el Juez ordenará 
su conducción para una audiencia que se celebrará a partir del momento en que se le informe por parte 
de la Policía, que está en condiciones de conducirlo”. Esto es lo que dice el artículo actual, más allá de 
las posibles interpretaciones. Esa es la solución. Después, si la Policía nunca le informa al Juez que 
está en condiciones de conducirlo, pues ese individuo está prófugo. 


SEÑOR MICHELINI.- Entonces en la redacción pondríamos el plazo de veinticuatro horas. 


SEÑOR GALLINAL.- Por supuesto, señor Senador, estoy acompañando su posición. Creo que una 
vez que la Policía está en condiciones de conducir al individuo se lo comunica al Juez para que en las 
veinticuatro horas siguientes fije la audiencia. Me parece que esa sería la solución, y si nunca está en 
condiciones de conducirlo, no informará y nunca se celebrará la audiencia. 


SEÑOR MICHELINI.- Por lo tanto, podemos quedarnos con la redacción que planteaba el señor 
Senador Da Rosa, que decía: “Si el indagado no compareciera, el Juez ordenará su conducción, que 
se mantendrá hasta la realización de la nueva audiencia que deberá fijarse dentro de las veinticuatro 
horas siguientes” y no agregar “a la detención”, ya que no se lo está deteniendo. 


SEÑOR GALLINAL.- Deberíamos expresar: “dentro de las veinticuatro horas en que la Policía le 
informe que está en condiciones de conducirlo”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Señor Senador Michelini: ¿podría expresar en forma clara esta corrección a 
los efectos de la versión taquigráfica y para la Secretaría? 


SEÑOR MICHELINI.- En realidad, señora Presidenta, vamos a tener que redactar bien el texto, porque 
hay que poner un plazo de tres o cinco días -después lo vemos-; además, hay que determinar 
que por única vez podrá justificarlo el Fiscal o el Representante Público, etcétera. 


SEÑOR ROSADILLA.- He venido siguiendo las distintas opiniones y creo que lo que expresaba el 
señor Senador Gallinal no necesariamente es practicable. Si la persona no comparece, la Policía 
puede ubicarlo y se lo puede decir al Juez, pero no necesariamente puede conducirlo a las veinticuatro 
horas o cuando el Juez fije la audiencia; si no lo detiene, no está en condiciones de garantizar su 
conducción. Por eso el artículo 19 garantiza que la audiencia se celebre a las veinticuatro horas de la 
detención; se detiene al individuo y antes de las veinticuatro horas se realiza la audiencia. Cualquiera 
de las otras situaciones dependerá de la voluntad o de la conducta del indagado. Por ejemplo, la 


Policía puede decir “ubiqué al señor Juan Rosadilla” hoy a las 17 horas y el Juez fija la audiencia para 
el viernes a las 8 de la mañana, pero cuando lo van a conducir no está. La persona decidió no ser 
conducida y se fue antes, por lo tanto deberíamos prever un nuevo paso. 


Reitero que la ubicación del indagado no garantiza su conducción a la instancia que el Juez 
determine, cosa que sí hace la detención porque, obviamente, está a disposición policial por hasta 
veinticuatro horas. No sé cuál de las dos opciones es mejor; en todo caso, la planteada ahora 
necesitaría prever, por lo menos, la posibilidad de que quien fue ubicado no necesariamente pueda ser 
conducido. 


SEÑOR GALLINAL.- Me parece que es una precisión semántica, pero es interesante y comparto lo 
que dice el señor Senador Rosadilla. Ineludiblemente, toda conducción supone una previa detención; 
siempre es así. Lo que sucede es que una cosa es ir a una Sede en carácter de conducido y otra es 
hacerlo en carácter de detenido. En este caso, va ir en carácter de conducido y no de detenido, aunque 
hubo una previa detención. La orden de conducción que imparte el Juez implica la potestad de la 
detención para la policía, cuando el objeto central es la conducción y no la detención. Quiere decir 
que, en realidad, no estaba tan mal la referencia a la detención. ¿Por qué? Por lo que dice el señor 
Senador Rosadilla. La policía puede decir: “Bueno, está en Bella Unión, lo tenemos localizado”. Pero, 
¿eso significa que mañana está en el Juzgado? Primero hay que detenerlo. Entonces, en el momento 
en que se produce la detención como etapa previa a la conducción, es que la policía le avisa al 
Juzgado, el que debe fijar la audiencia dentro de las 24 horas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero decir que esto que está en el proyecto que viene del Poder Ejecutivo, 
básicamente, remite al artículo 305 del Código del Proceso Penal, que está vigente, que se denomina: 
“De la audiencia de prueba y debate”. Básicamente esto es lo que hace el proyecto que viene del 
Poder Ejecutivo. 


SEÑOR PASQUET.- Creo que es claro que necesitamos damos unos días para mejorar la redacción 
de estos artículos o, por lo menos, para plasmar en una nueva redacción las ideas que hemos venido 
manejando acá, puesto que no estamos en condiciones de votar nada hoy. 


Confieso que a medida que van pasando los minutos y vuelvo a leer el inciso penúltimo del 
artículo 17, más me gusta tal como está redactado con la expresión “detención”, puesto que, insisto, es 
un indagado, no un testigo; al testigo sí se lo conduce, pero al indagado que no asiste a la audiencia, 
no me parece mal que se lo detenga cuando, además, queda muy acotado el plazo de la detención -no 
son más de 24 horas- para asegurar su presencia en la audiencia. En fin, reflexionemos para ver si 
podemos encontrar alguna mejor solución. Ahora bien, en cuanto a la “conducción” y su mecanismo, 
quiero decir que lo que he visto funcionar muchas veces en la práctica, en los juicios civiles donde a un 
testigo que no asiste se le cita nuevamente y se dice que deberá ser conducido por la fuerza pública, a 
menudo la policía -según la persona de qué se trate- lo que hace es ir a verlo el día anterior a su 
domicilio para decirle que se tiene que presentar al otro día a las 8 de la mañana en la seccional, 
aunque la audiencia sea a las 15 horas. Entonces, de esa manera, se asegura que a las 8 de la 
mañana el individuo está, se come allí unas cuantas horas esperando y cuando llegue el momento va a 
ser conducido efectivamente por la policía al Juzgado. La policía lo hace con la gente que conoce y 
sabe que si lo cita, va a ir, va a estar en la seccional y la audiencia se va a poder celebrar. Cuando el 
individuo cuya conducción se ordena no es ubicado -no habido, tal como se dice en la jerga; situación 
que se enfrenta corrientemente en la práctica judicial- en algunos casos el Juez podrá ordenar la 
detención o pedir que se dé cuenta a la Justicia Penal, si es un Juez Civil. Pero si, en el correr de estas 
horas, nosotros hacemos algunas averiguaciones con los Jueces que tienen situaciones de estas todos 
los días, vamos a poder recoger las soluciones de las prácticas sin plantearnos nosotros la tarea de 
inventar una solución en este momento, puesto que no es aconsejable. Este tipo de situaciones se dan 
todos los días en la vida de los Tribunales: la persona citada no concurre. Entonces, lo más 
conveniente es preguntar cómo hacen -hemos visto algunas cosas, pero pueden haber otras 
soluciones- y, luego, recojámoslo en este texto. 


SEÑOR DA ROSA.- Simplemente, quiero decir que soy partidario de una solución simple con respecto 
a este penúltimo inciso del artículo 17, en el sentido de mantener, en principio, la redacción que tiene: 
“Si el indagado no compareciere, el Juez ordenará su detención, que se mantendrá hasta la realización 


de la nueva audiencia”. La Constitución de la República es clara y fija el marco general de que una 
persona tiene que ser sometida a Juez a las 24 horas de estar detenida y tiene que haber sentencia o 
pronunciamiento del Juez a las 48 horas. 


Entonces, si el principio general está fijado en la Constitución, no debemos complicarnos 
mayormente en cuanto a la cantidad de horas que la persona pueda estar eventualmente detenida o en 
situación de conducida. 


Lo otro tiene que ver con el inciso anterior y dejo planteado eliminar la primera frase que 
dice: “La ausencia de cualquiera de dichas personas aparejará la nulidad de la audiencia, la cual 
viciará los ulteriores actos del proceso”. Creo que si damos una solución al tema del Ministerio Público 
y a la situación del indagado, como decía el señor Senador Gallinal, si el Juez no está presente no es 
que la audiencia sea nula sino que simplemente no existió. 


Finalmente, en el caso del Ministerio Público dejo planteada la idea de una redacción que 
diga lo siguiente: “Sin perjuicio de ello, la ausencia del representante del Ministerio Público provocará la 
suspensión de la audiencia y el Juez coordinará” -con el Ministerio Público- “la nueva fecha de la 
audiencia. La ausencia del Ministerio Público a ésta” -es decir, a la nueva fecha- “provocará la clausura 
definitiva del proceso, implicará el sobreseimiento de la causa y el Juez pondrá en conocimiento de la 
sede del Ministerio Público la ausencia de representación del Ministerio Público”. ¿Para qué? Para que 
desde el punto de vista administrativo se tomen eventuales resoluciones por parte del Ministerio 
Público respecto de no haber estado presente en la audiencia. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Pediría al señor Senador Da Rosa que entregara ese texto para que 
Secretaría tome nota. 


SEÑOR DA ROSA.- Lo haré llegar, señora Presidenta. 
SEÑOR MICHELINI.- Dejaré un borrador con dos observaciones. 


La primera es que podemos darle vueltas y más vueltas al tema y terminar diciendo que la 
mejor redacción es la que hizo gente con mucho tiempo, mayor que el que tenemos hoy. A veces, se 
quiere ir a la redacción perfecta y no se la encuentra. 


La segunda tiene que ver con que este borrador trata de no apartarse del esquema en 
general. 


Los incisos dirían lo siguiente: “La ausencia de cualquiera de dichas personas aparejará la no 
realización de la audiencia.” Ahí quitamos el tema de la nulidad. “El Juez marcará una nueva audiencia 
en los cinco días siguientes a la misma. Sin perjuicio de ello, la ausencia de justificación” -que será por 
única vez- “del representante del Ministerio Público provocará la clausura definitiva del proceso e 
implicará el sobreseimiento de la causa. Si el indagado es quien no comparece, el Juez ordenará su 
conducción y fijará audiencia dentro de las veinticuatro horas siguientes a ser informado que se ha 
efectivizado la conducción de la persona”. 


SEÑOR MOREIRA.- Creo que no es correcto redactar ahora. 
SEÑOR MICHELINI.- No, señor Senador, dejaré el borrador. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se están dejando los borradores para que la Comisión pueda ir trabajando. 
La Secretaría nos pasará todas estas redacciones a los efectos de que podamos votar en la sesión 
siguiente. 


SEÑOR MICHELINI.- Incluso, seguramente yo sea el más discrepante con esta redacción cuando la 
vea prolija. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Señores Senadores: respecto de la audiencia de prueba y de debate, de la 
sentencia, de los incidentes y de la forma de la audiencia, ¿tienen algún reparo con el texto venido del 
Poder Ejecutivo? ¿Lo han leído? 


En principio, recuerdo que el propio Ministerio del Interior hizo algunas correcciones pero 
nada de esto figura. 


SEÑOR DA ROSA.- He estado pensando en estos días en otro fenómeno que tenemos comúnmente 
en la vida diaria que es realmente preocupante, que no está contemplado en este proyecto de ley y que 
obviamente no encuadra en una situación como para ser tipificado como un delito, pero creo que 
perturba seriamente la paz pública: me refiero al famoso tema de los vehículos con escape libre. Dejo 
planteada la siguiente idea. En el capítulo que está referido a los vehículos -participación de picadas, 
conducción de vehículos motorizados sin la licencia, etcétera- me pregunto si no deberíamos agregar 
un nuevo inciso que esté referido especificamente a la conducción de vehículos con escape libre, en 
zonas urbanas o suburbanas -no vamos a pretender que se aplique esto en campaña-, que ocasiona 
una perturbación a la tranquilidad o el orden público. Este es un tema que hoy se vive con gran 
intensidad y a diario. Yo vivo en 18 de Julio y es impresionante el ruido, sobre todo, en la madrugada. 
Incluso hace unos días, cuando estuve en Villa Ansina, en Tacuarembó, trataba de hablar con unas 
personas pero casi no podía escucharlas por los famosos escapes libres de las motos. De alguna 
manera, esa es una perturbación; no sé si cobra la entidad de una falta. Es un tema que lo tenemos 
que pensar entre todos. De todas formas, es indudable que es un elemento de perturbación de la paz 
pública, de la tranquilidad de los ciudadanos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quería decirle al señor Senador Da Rosa que más allá de las faltas, hay 
reglamentaciones que imponen sanciones y multas. Lo que voy a hacer es buscar en la reglamentación 
si hay algo relativo a este tema que nos pueda servir, sin necesidad de modificar el proyecto de ley. 


SEÑOR MICHELINI.- No sé cuál va a ser el régimen de trabajo, pero advierto que si seguimos a este 
ritmo, vamos a estar complicados. Entonces, propondría que el próximo martes, luego de que se retire 
el Ministro Kreimerman -lo que llevará 20 minutos o 45 minutos, aproximadamente-, sigamos 
considerando este tema. Incluso, como el miércoles de mañana no va a haber Senado, podríamos ver 
si nos podemos reunir ese día -en la mañana o en la tarde-, de forma de aprobar este proyecto la 
semana que viene. No hay que olvidar que esta es una iniciativa que hace al tema del fútbol, entre 
otros, y no deberíamos demorar más su aprobación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Yo me puedo quedar hoy hasta las 17 horas, por si desean seguir 
analizando este tema. De lo contrario, podemos levantar la sesión ahora. 


Les quiero decir además que el martes que viene no voy a estar en el país. De todos modos, 
me voy a ocupar de recoger las redacciones para que la Secretaría tenga los textos con todas las 
modificaciones propuestas, a los efectos de que podamos discutir el tema con la redacción más limpia 
posible. 


SEÑOR ROSADILLA.- En el transcurso de la sesión de hoy en algún momento se cuestionó a la 
Presidenta y se dejó constancia de ello. Más allá de errores puntuales, de omisiones o de distracciones 
que cualquiera puede cometer en la conducción de un debate, la Presidenta es una persona que 
maneja la reunión con criterio. Entonces, como se pidió que quedara constancia de lo otro, pido 
también que se deje constancia de que no creo que haga distinciones por razones de pertenencia 
política partidaria, porque después hay lecturas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Gracias, señor Senador. 


SEÑOR MICHELINI.- Me gustaría definir el régimen de trabajo y ver si es posible reunirnos también el 
próximo miércoles. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Solicito a la Secretaría que también indague sobre la disponibilidad de 
trabajar el miércoles de mañana? 


SEÑOR PASQUET.- Podemos resolverlo en la sesión del próximo martes. 


SEÑOR MICHELINI.- Preferiría que se convocara también para el miércoles de mañana; si el martes 
terminamos, suspenderíamos esa sesión. Hago este planteo porque si no el martes de tarde, 
integrantes de esta Comisión pueden decir que el miércoles de mañana ya tienen planificada otra cosa. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El miércoles las primeras Comisiones empiezan a las 13:30 horas, o sea que 
podemos fijar la reunión para las 9:30 horas. 


SEÑOR MOREIRA.- Quisiera referirme a otro tema. 


SEÑOR MICHELINI.- Solicito que antes se vote que se convoque también para el miércoles a las 9:30 
o 10:00 horas para seguir trabajando en este tema. Si el martes terminamos y decidimos suspenderla, 
la suspendemos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Recién informé el horario de las Comisiones que sesionan los miércoles 
porque el señor Senador Pasquet me pidió para ver la agenda. No tengo inconveniente en que se vote 
la reunión del miércoles, pero faltan algunos miembros y el señor Senador Pasquet no puede confirmar 
su concurrencia. 


SEÑOR MICHELINI.- Si el resultado es negativo, perderé, pero que por lo menos se vote. Lo lamento, 
pero nosotros tenemos que legislar y el oficialismo, más allá de las consultas que tiene que realizar, 
debe resolver sobre esto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿El señor Senador Michelini mociona en el sentido de que la Comisión 
sesione en forma extraordinaria el próximo miércoles 22 a las 9:30 horas, además del martes? 


SEÑOR MICHELINI.- Así es, señora Presidenta. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la moción presentada. 
(Se vota:) 
-4 en 7. Afirmativa. 


SEÑOR MOREIRA.- Quería plantear algo que ya propuse hace unos meses en esta Comisión. Ya que 
en esta Cámara no existe una Comisión de Seguridad Pública y que, como es sabido, en este 
momento ha habido una reestructura importante en el Ministerio del Interior, sobre todo en la Jefatura 
de Policía de Montevideo, creo que sería oportuno convocar al señor Ministro del Interior para hablar 
sobre estos temas porque en varias oportunidades nos hemos referido a esta cuestión y ahora 
estamos discutiendo sobre las faltas y la actuación de la Policía en determinados niveles. En estos días 
han trascendido algunos asuntos y me parece que sería importante convocar al señor Ministro y su 
Comando para hablar sobre estos temas, ya que esto ha tomado estado público y preocupa a la 
población, sobre todo en el departamento de Montevideo. 


Por lo tanto, propongo que se convoque al Ministro del Interior, que se lo invite para 
conversar sobre estos temas y que nos dé explicaciones. He escuchado distintas versiones y, según leí 
en la prensa de hoy, el Cuerpo de Radio Patrulla dejaría de existir y hace poco también dejó de existir 
la Dirección de investigaciones. Estos son cambios profundos en las estructuras del mando de la 
Jefatura de Policía de Montevideo y me parece que a todos nos interesa, sobre todo por una serie de 
cuestionamientos y denuncias penales que han aparecido, que se invite al señor Ministro para 
conversar sobre estos temas. 


SEÑOR ROSADILLA.- Estoy afín a acompañar la presencia del señor Ministro a los efectos de que 
brinde las explicaciones que se le requieran en Comisión, pero sugeriría que se convocara para una 


sesión especial que no frene el desarrollo de la actividad normal de aprobación de las normas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Personalmente, en el mismo sentido que el señor Senador preopinante, 
señalo que me parece muy bien que se convoque al Ministro porque ha sido una remoción muy 
importante y sonada, pero solicitaría que se realizara una sesión extraordinaria para poder mantener el 
cronograma, ya que tenemos pendientes el Código del Proceso Penal y el Código Penal y quisiéramos 
que fueran sancionados este año. Por lo tanto, pediría que hiciéramos todas estas comparecencias en 
sesiones extraordinarias, que habitualmente son los días jueves. 


SEÑOR MICHELINI.-. Me parece bien, señora Presidenta, pero en mi opinión esas comparecencias 
deben realizarse luego de aprobar el proyecto de ley sobre Faltas que se supone que va a ser 
aprobado la próxima semana. 


SEÑOR MOREIRA.- La señora Presidenta puede ir haciendo las gestiones con el señor Ministro y 
estamos de acuerdo con que se lo convoque después de la semana que viene. 


SEÑOR MICHELINI.- Me gustaría pedirle a la Presidenta que vaya haciendo los contactos y que esa 
comparecencia se haga después de haber aprobado este proyecto de ley de faltas. Si nosotros no 
terminamos el miércoles, podríamos trabajar el jueves. Quizá me digan que el jueves va a venir el 
Ministro, pero tenemos que resolver. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Le solicitamos a la Secretaría que procure que el señor Ministro del Interior 
comparezca durante una sesión extraordinaria, no la semana que viene, sino la otra. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 16 y 40 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


